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Delitos
cometidos

por
servidores
públicos.

4.1 CONCEPTO
DE SERVIDOR

PÚBLICO.

4.2. ABUSO DE
AUTORIDAD.

Artículo 420.- Cometen el delito de abuso de autoridad, los
servidores públicos que incurran en alguna de las conductas
siguientes: I.- Cuando para impedir la ejecución de una ley,
decreto, reglamento o disposición de carácter general, el
cobro de un impuesto o el cumplimiento de una resolución
judicial, pidan auxilio a la fuerza pública o la empleen con ese
objeto. II.- Cuando ejerciendo sus funciones o con motivo de
ellas sin causa justificada, hicieren violencia física o moral a
una persona o la vejaren. III.- Cuando indebidamente retarden
o nieguen a los particulares el despacho de sus asuntos, la
protección o servicio que tengan obligación de prestarles o
impidan la presentación de solicitudes o retarden por
negligencia o dolo el curso de éstas. IV.- Cuando fuera de
procedimiento legal destruyan los sellos que ellos mismos u
otra autoridad hayan fijado. V.- Cuando el encargado de una
fuerza pública, requerida legalmente por una autoridad
competente para que le preste auxilio, se niegue
indebidamente a dárselo. VI.- Cuando en el ejercicio de sus
funciones o con motivo de ellas, otorgué empleo, cargo o
comisión públicos, o contrato de prestación de servicios
profesionales o mercantiles; VII.- Cuando otorgue cualquier
identificación en que se acredite como servidor público a
cualquier persona que realmente no desempeñe el empleo,
cargo o comisión a que se haga referencia en dicha
identificación, etc. 

Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que
alude este Título se reputarán como servidores públicos a los
representantes de elección popular, a los miembros del
Poder Judicial de la Federación, los funcionarios y empleados
y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo,
cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Congreso de
la Unión o en la Administración Pública Federal, así como a
los servidores públicos de los organismos a los que esta
Constitución otorgue autonomía, quienes serán
responsables por los actos u omisiones en que incurran en el
desempeño de sus respectivas funciones.

Fuente: Antología- Estudio Particular de los Delitos-
UDS
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4.3.
COHECHO.

4.4.
PECULADO.

Artículo 430.- Al que cometa el delito de peculado se le
impondrán las siguientes sanciones: Cuando el monto de lo
distraído o de los fondos utilizados indebidamente no
exceda del equivalente de quinientas veces el valor diario de
la Unidad de Medida y Actualización en el momento de
cometerse el delito, o no sea valuable, se impondrán de tres
meses a dos años de prisión y de treinta a cien días multa.
Cuando el monto de lo distraído o de los fondos utilizados
indebidamente exceda de quinientas veces el valor diario de
la Unidad de Medida y Actualización en el momento de
cometerse el delito, se impondrán de dos años a catorce
años de prisión y de cien a ciento cincuenta días multa. 

Artículo 428.- Cometen el delito de cohecho: I. El servidor
público que, por sí, o por interpósita persona solicite o reciba
ilícitamente para sí o para otro, dinero o cualquier beneficio,
o acepte una promesa, para hacer o dejar de realizar un acto
propio de sus funciones inherentes a su empleo, cargo o
comisión. II. El que dé, prometa o entregue cualquier
beneficio a alguna de las personas que se mencionan en el
artículo 414 de este Código, para que haga u omita un acto
relacionado con sus funciones, a su empleo, cargo o
comisión. III. Al legislador local que, en el ejercicio de sus
funciones o atribuciones, y en el marco del proceso de
aprobación del presupuesto de egresos respectivo, gestione
o solicite: a. La asignación de recursos a favor de un ente
público, exigiendo u obteniendo, para sí o para un tercero,
una comisión, dádiva o contraprestación, en dinero o en
especie, distinta a la que le corresponde por el ejercicio de
su encargo. b. El otorgamiento de contratos de obra pública
o de servicios a favor de determinadas personas físicas o
morales.  

Fuente: Antología- Estudio Particular de los Delitos-
UDS
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4.5.
CONCUSIÓN.

4.6. TRAFICO
DE

INFLUENCIAS.

Artículo 433.- Comete el delito de tráfico de influencia: I. El servidor
público que, por sí o por interpósita persona, promueva o gestione
la tramitación o resolución ilícita de negocios públicos, ajenos a las
responsabilidades inherentes a su empleo, cargo o comisión. II. El
servidor público que, por sí o por interpósita persona, solicite o
promueva cualquier resolución o la realización de cualquier acto
materia del empleo, cargo o comisión de otro servidor público, que
produzca beneficios económicos para sí o para cualquiera de las
personas a que hace referencia el artículo anterior. III. Al que
valiéndose del cargo que ocupe en el gobierno, una empresa
descentralizada o de participación estatal, o en cualquiera
agrupación de carácter sindical, o en forma particular, obtenga
dinero, valores, dádivas, obsequios o cualquier otro beneficio. IV. Al
servidor público y/o cualquier persona que por sí y/o por interpósita
persona, solicite o reciba dinero o cualquier otra dadiva con la
promesa de gestionar, otorgar o concursar para una plaza laboral,
cargo o comisión en la administración pública Estatal o Municipal. V.
Al particular que, sin estar autorizado legalmente para intervenir en
un negocio público, afirme tener influencia ante los servidores
públicos facultados para tomar decisiones dentro de dichos
negocios, e intervenga ante ellos para promover la resolución ilícita
de los mismos, a cambio de obtener un beneficio para sí o para otro. 

Artículo 431.- Comete el delito de concusión, el servidor
público que, con el carácter de tal, y a título de impuesto o
contribución, recargo, renta, rédito, salario o emolumento,
exija por sí o por medio de otro, dinero, valores, servicios o
cualquier otra cosa que sepa que no se adeuda o en mayor
cantidad que la señalada por la ley. Al responsable del delito
de concusión, se le impondrán de tres meses a dos años de
prisión cuando el valor de lo entregado no exceda de
quinientos días de salario; cuando exceda de quinientos días
se le impondrá de uno a diez años de prisión, y en ambos
casos, además de la destitución e inhabilitación por el
tiempo de la sanción impuesta para el desempeño de la
comisión, cargo o empleo, se le aplicará al activo, una
sanción pecuniaria hasta por trescientos días de salario
atendiendo a la gravedad del delito.

Fuente: Antología- Estudio Particular de los Delitos-
UDS
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4.7.
ENRIQUECIMIENTO

ILÍCITO.

4.8. EJERCICIO
ILEGAL Y

ABANDONO DE
FUNCIONES
PÚBLICAS.

Artículo 418.- Comete el delito de abandono de
funciones públicas y se le impondrá pena de un
mes a un año de prisión y de uno a treinta días
multa, al servidor público que sin causa
justificada abandone sus funciones sin haber
presentado su renuncia, o sin que se le haya
aceptado o al que habiéndole sido aceptada
dicha renuncia, no entregue todo aquello que
haya sido objeto de su responsabilidad a la
persona autorizada para recibirlo.

Artículo 434.- Comete el delito de enriquecimiento ilícito quien habiendo
incrementado su patrimonio con motivo de su empleo, cargo o comisión
en el servicio público o por cualquier otra causa, no pueda acreditar el
legítimo aumento de su patrimonio o la legítima procedencia de los
bienes a su nombre o de aquellos respecto de los cuales se conduzca
como dueño. Para efectos del párrafo anterior, se computarán entre los
bienes que adquieran los servidores públicos o con respecto de los
cuales se conduzcan como dueños, los que reciban o de los que
dispongan su cónyuge y sus dependientes económicos directos, salvo
que el servidor público acredite que estos los obtuvieron por sí mismos.
No será enriquecimiento ilícito en caso de que el aumento del
patrimonio sea producto de una conducta que encuadre en otra
hipótesis del presente Título. Al servidor público que cometa el delito de
enriquecimiento ilícito, se le impondrán las siguientes sanciones: I.-
Decomiso en beneficio del Estado de aquellos bienes cuya procedencia
no se logre acreditar. II.- Cuando el monto a que ascienda el
enriquecimiento ilícito no exceda de cinco mil veces el valor diario de la
Unidad de Medida y Actualización, se impondrá de dos a seis años de
prisión y multa de noventa a mil doscientos días multa. III.- Cuando el
monto a que ascienda el enriquecimiento ilícito exceda de cinco mil
veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, se impondrá
prisión de seis a doce años y de mil doscientos a dos mil días multas.

Fuente: Antología- Estudio Particular de los Delitos-
UDS
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4.9. TORTURA E
INCOMUNICACIÓN.

4.10.
INTIMIDACIÓN.

Atendiendo al artículo 427 del Código Penal del estado de
Chiapas, comete el delito de intimidación: I. El servidor público
que por sí o por interpósita persona, utilizando la violencia
física o moral, inhiba o intimide a cualquier persona para evitar
que ésta o un tercero denuncie, formule querella o aporte
información relativa a la presunta comisión de una conducta
sancionada por la legislación penal, o por la ley que en materia
de responsabilidades administrativas sea aplicable. II.- El
servidor público que con motivo de la querella, denuncia o
información a que hace referencia la fracción anterior, realice
una conducta ilícita u omita una lícita debida, que lesione los
intereses de las personas que las presenten o aporten, o de
algún tercero con quien dichas personas guarden algún vínculo
familiar, de negocios o afectivo. Al que cometa el delito de
intimidación, se le impondrán de dos a nueve años de prisión y
multa por un monto de cincuenta a trescientos días multa.

Artículo 426.- Comete el delito de tortura, el servidor público que en el
ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, incurra en alguna de las
siguientes conductas: I.- Infrinja dolores o sufrimientos físicos o
psicológicos a una persona para obtener de ella o de un tercero
información o una confesión; o para castigarla por un acto que haya
cometido o se sospeche que ha cometido o para coaccionarla para que
realice o deje de realizar una conducta determinada. II.- Detengan a una
persona utilizando innecesariamente brutalidad o exceso de violencia
para lograr su detención. Se entenderá por brutalidad, la conducta cruel
y despiadada que por medio de métodos corporales, mecánicos o de
cualquier otra naturaleza, provoquen sufrimiento físico o psicológico, o
deje cicatrices visibles o lesiones internas o afecten centros nerviosos,
órganos o funciones orgánicas. III.- Mantengan incomunicada a una
persona a partir de su detención, sea esta lícita o ilícita. IV.- Ordenen
como superiores jerárquicos de los responsables las conductas
señaladas en las fracciones anteriores, o las consientan si está en su
ámbito de facultades hacerlas cesar, o las encubran, si no estando en su
ámbito de facultades hacerlas cesar no las denunciasen ante la autoridad
competente.” A los responsables del delito de tortura, se les aplicará, en
orden a la gravedad, daños y consecuencias de las conductas
desplegadas, la pena de cinco a diez años de prisión y multa de veinte a
doscientos días de salario, además de destitución del cargo, empleo o
comisión y nulidad absoluta de la confesión que se hubiese obtenido.

Fuente: Antología- Estudio Particular de los Delitos-
UDS
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4.11. EJERCICIO
ABUSIVO DE
FUNCIONES.

Artículo 432.- Comete el delito de Ejercicio Abusivo de Funciones: I. El
servidor público que ilícitamente: a) Otorgue concesiones de
prestación de servicio público o de explotación, aprovechamiento y
uso de bienes de dominio del Estado. b) Otorgue permisos, licencias,
adjudicaciones o autorizaciones de contenido económico. c) Otorgue
franquicias, exenciones, deducciones o subsidios sobre impuestos,
derechos, productos o aprovechamientos, en general sobre los
ingresos fiscales, y sobre precios y tarifas de los bienes y servicios
producidos o prestados en la Administración Pública Estatal. d)
Otorgue, realice o contrate obras públicas, adquisiciones,
arrendamientos, enajenaciones de bienes o servicios, con recursos
públicos. e) Contrate deuda o realice colocaciones de fondos y
valores con recursos públicos. Il.- El servidor público que a sabiendas
de la ilicitud del acto, y en perjuicio del patrimonio o del servicio
público o de otra persona: a) Niegue el otorgamiento o contratación
de las operaciones a que hacen referencia la presente fracción,
existiendo todos los requisitos establecidos en la normatividad
aplicable para su otorgamiento, o b) Siendo responsable de
administrar y verificar directamente el cumplimiento de los términos
de una concesión, permiso, asignación o contrato, se haya abstenido
de cumplir con dicha obligación. lII.- Toda persona que solicite o
promueva la realización, el otorgamiento o la contratación indebidos
de las operaciones a que hacen referencia la fracción anterior o sea
parte en las mismas. IV.- El servidor público que teniendo a su cargo
fondos públicos, les dé una aplicación distinta de aquella a que
estuvieren destinados o haga un pago ilegal. Se impondrán las
mismas sanciones previstas a cualquier persona que a sabiendas de
la ilicitud del acto, y en perjuicio del patrimonio o el servicio público
o de otra persona participe, solicite o promueva la perpetración de
cualquiera de los delitos previstos en este artículo. Al que cometa el
delito a que se refiere el presente artículo, se le impondrán de seis
meses a doce años de prisión y de treinta a ciento cincuenta días
multa. V.- Al particular que, en su carácter de contratista,
permisionario, asignatario, titular de una concesión de prestación de
un servicio público de explotación, aprovechamiento o uso de bienes
del dominio del Estado, con la finalidad de obtener un beneficio para
sí o para un tercero: a) Genere y utilice información falsa o alterada,
respecto de los rendimientos o beneficios que obtenga, y b) Cuando
estando legalmente obligado a entregar a una autoridad
información sobre los rendimientos o beneficios que obtenga, la
oculte. Al que cometa el delito a que se refiere la presente fracción,
se le impondrán de tres meses a nueve años de prisión y de treinta a
cien días multa. 

Fuente: Antología- Estudio Particular de los Delitos-
UDS


